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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, agosto veinticinco de dos mil nueve 
Acta número 0105 del 25 de agosto de 2009
En la fecha, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal procede a resolver sobre el recurso de apelación interpuesto por la apoderada judicial de la parte demandada, contra el auto calendado el 18 de febrero del año 2009, que resolvió las excepciones propuestas por la ejecutada, dentro del proceso ejecutivo laboral en el cual es demandante la señora María Roselia Motato Jaramillo y accionados La Nación, Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio Regional Risaralda, proveniente del Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira.

ANTECEDENTES
La señora Motato Jaramillo, actuando por intermedio de apoderado judicial, solicitó al Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira que librara mandamiento de pago ejecutivo por los intereses legales a partir del 31 de octubre de 2001, fecha en la cual quedó ejecutoriada la Resolución 0529 del 2 de octubre de 2001, y hasta el 22 de junio de 2005, fecha en la que se hizo efectivo el pago de la obligación, con su correspondiente indexación y costas procesales.
Por auto del 10 de marzo de 2006 se libró el mandamiento deprecado por valor de $5.904.000 por concepto de intereses legales sobre la suma de $27.000.000, causados a partir del 30 de octubre de 2001 hasta el 22 de junio de 2005 y por las costas procesales de la ejecución, ordenando su notificación a las entidades accionadas y decretando además el embargo solicitado, fl. 18.        

Esa decisión fue apelada por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, fl. 22, a través de apoderada judicial, proponiendo a su vez, en escrito aparte, fl. 26, las excepciones de mérito “Inexistencia de título ejecutivo para pago de intereses”, “Improcedencia del trámite ejecutivo para la solicitud y reconocimiento del pago de intereses” y “Falta de causa frente al cobro de intereses moratorios”, así mismo solicitó en el mismo escrito el levantamiento de medidas cautelares; por último propuso incidente de nulidad, fl. 33.
Por medio de decisión del 28 de abril de 2006, fl. 42, el Juzgado no accedió a lo solicitado al considerar que el recurso de apelación, el escrito de excepciones y el incidente de nulidad habían sido presentados extemporáneamente.

La apoderada del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio propuso los recursos de reposición y en subsidio el de apelación en contra de la anterior providencia, fl. 44, exponiendo razones que fueron aceptadas por el Despacho, por lo que repuso su decisión a través de providencia del 17 de mayo de 2007, fl. 66, y resolviendo las excepciones propuestas, negando la declaratoria de nulidad solicitada y la solicitud de desembargo a través de auto del 18 de febrero de 2009, fl. 68.
Lo anterior no satisfizo a la demandada, quien en tiempo oportuno interpuso recurso de apelación, fl. 71, argumentando que no se decretó, ni practicó la prueba solicitada, consistente en oficiar a la Dirección General de Presupuesto en el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para que certifique que los dineros en las cuentas objeto de embargo en éstos procesos son estimados en el Presupuesto General de la Nación, con un destino especifico e inembargables. Alega nuevamente que no existe norma aplicable al caso bajo examen en cuanto a los intereses moratorios, los cuales tampoco están consignados en el acto Administrativo que se esgrime como título ejecutivo, Advierte que conforme al artículo 177 del Código Contencioso Administrativo, las entidades públicas cuentan con 18 meses de gracia en este tipo de cobros; manifiesta que las resoluciones base del recaudo no reúnen los requisitos del artículo 488 del Código de Procedimiento Civil por lo que no son exigibles; argumenta que el pago de las cesantías de los docentes, se hace de una forma especial, siendo un régimen con retroactividad, en el cual dicho auxilio se paga con el último salario devengado, lo cual preserva el valor adquisitivo de dichos recursos, agregando que la ejecutante en momento alguno ha probado los perjuicios padecidos, como para cobrar intereses de mora; finalmente solicita se revoque el auto impugnado, declarando probadas las excepciones de mérito y condenando en costas a la parte demandante.
CONSIDERACIONES:

Es posible proceder a revisar el auto recurrido, por cuanto el mismo se cuenta entre los contenidos en el artículo 65 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, modificado por el 29 de la Ley 712 de 2001. 
Como se observa en el escrito de apelación, son varios los motivos de inconformidad: 

1- Que no se decretó ni practicó la prueba consistente en oficiar a la Dirección General de Presupuesto del Ministerio de Hacienda y Crédito público para que certifique el carácter de inembargable de las cuentas objeto de tal medida.

2- Que los deprecados intereses moratorios no están consignados en el acto administrativo base del cobro, así como tampoco están estipulados en norma alguna y que el embargo de los recursos solo procede transcurridos 18 meses desde que la obligación se haya hecho exigible.

3- Que las resoluciones esgrimidas para el recaudo pretendido, no son título ejecutivo al tenor del artículo 488 del Código de Procedimiento Civil.

4- No se probó la existencia de perjuicios, lo cual es necesario entratándose de intereses moratorios.

Entrando en materia, en relación con los intereses legales de que trata el artículo 1617 del Código Civil, ha dicho la Corte Constitucional lo siguiente: “Habiendo incurrido el deudor en mora de pagar una suma de dinero, si las partes no han pactado el monto en el cual debe ser indemnizado el acreedor por los perjuicios que dicha mora le causa, por lo cual el legislador se ha visto precisado a consagrar, como regla supletiva, lo que fija los intereses legales determinando su porcentaje en un cierto período 6% anual, a falta de intereses convencionales”, sentencia C-083 de 1º de marzo de 1995 y C-367 de agosto 16 de 1995.

También manifestó la Corte Constitucional en sentencia C-489 de 1994 de noviembre 3, con ponencia del Magistrado José Gregorio Hernández Galindo: “La norma que obliga al pago del interés legal, es decir, el inciso primero de la regla primera, es supletoria, pues los intereses legales sólo se deben cuando no se ha pactado un interés superior al legal y el deudor incurre en mora”.

A su vez la Corte Suprema de Justicia en sentencia de febrero 24 de 1975, se expresó así:  
“Convencionalmente sí pueden estipular los remuneratorios y los moratorios, cuando no ha habido tal estipulación, nada debe el deudor por razón de los primeros, pero en caso de mora, ipso jure deberá pagar intereses legales, a título de indemnización de los perjuicios correspondientes”.

Agregando que “cuando el acreedor de una obligación cuyo objeto consiste en pagar una cantidad de dinero, se limita a cobrar intereses no tiene necesidad de probar los perjuicios”.
Indica el artículo 1617 del Código Civil:
“Artículo 1617 - Si la obligación es de pagar una cantidad de dinero, la indemnización de perjuicios por la mora está sujeta a las reglas siguientes:

…

2.  El acreedor no tiene necesidad de justificar perjuicios cuando sólo cobra intereses; basta el hecho del retardo. …”

Dicha norma ha sido motivo de sentencia de control por la Corte Constitucional habiendo sido declarada EXEQUIBLE por decisiones C-485 de octubre 30 de 1995, M.P. Jorge Arango Mejía y C-367 de 16 de agosto de 1995, M.P. José Gregorio Hernández Galindo, así que no puede existir duda alguna acerca de su vigencia.

Y no puede pretenderse que el título es insuficiente para lograr el pago de intereses legales, ordenados en el mandamiento de pago, porque la misma Corte Constitucional, al estudiar la exequibilidad del artículo 14 de la Ley 344 de 1996, sobre racionalización del gasto público, consideró que:  

“Bien es cierto que desde el punto de vista de la entidad pública obligada, ésta, de conformidad con el artículo 345 de la Constitución, no podría efectuar el correspondiente gasto público sin la suficiente disponibilidad presupuestal, pero no lo es menos que, por una parte, el tiempo que transcurra entre la liquidación y el desembolso, inclusive por causas presupuestales, implica un deterioro del poder adquisitivo de la moneda, y por otra, que el costo respectivo no debe asumirlo el trabajador sino el patrono. Si éste desea que tal costo disminuya, habrá de procurar el pronto pago, mediante la agilización de los trámites presupuestales, pero no le será lícito prolongar indefinidamente la iniciación de los mismos, cargando al trabajador con las consecuencias.

Así, si el trabajador, mientras se produce el pago efectivo, ha contratado un empréstito y debe pagar unos intereses, sería del todo injusto y profundizaría la desigualdad respecto del empleado a quien sí se cancela con rapidez la cesantía parcial, pretender que aquél no tenga derecho a la actualización monetaria de las cantidades que la administración le adeuda.

La Corte Constitucional, en Sentencia T-418 del 9 de septiembre de 1996, dejó en claro que los obligados al pago de salarios, prestaciones y pensiones deben asumir, además del cubrimiento íntegro de las sumas correspondientes, la actualización de los valores que hayan venido reteniendo a los trabajadores, desde el momento en que adquirieron el derecho al pago hasta el instante en que éste se produzca efectivamente”(
).
De lo anterior se concluye que estuvo acertada la juez a quo, al decretar intereses legales al librar el mandamiento de pago.

Expresa también la quejosa que el mandamiento de pago adolece de exigibilidad consagrada en el artículo 488 del C.P.C., pues está condicionado a la existencia de disponibilidad presupuestal y al turno de atención que le corresponda.

No comparte la Sala lo anterior por las siguientes razones:

a) El título es exigible cuando no está sujeto a término o condición.

Esta última tiene la característica de ser un hecho futuro e incierto, es decir que no puede saberse si sucederá o no. A su vez la condición suspensiva, mientras no se cumpla, suspende la adquisición de un derecho. 

La disponibilidad presupuestal no es condición ya que no tiene la característica de que no pueda saberse si se realizó o no, ni suspende el derecho, pues una vez la resolución determina que el docente es acreedor a su cesantía parcial, nadie discute su derecho. 

La disponibilidad presupuestal es necesaria para pagar, pero no toca la exigibilidad porque no es condición, lo cual se reafirma al decir la Corte Constitucional en sentencia C-428 de 1997, que la apropiación presupuestal es simplemente una “exigencia legal que encuentra sustento en la carta política”. 

b) La Corte Constitucional ha dicho en sentencia SU - 014 de 1992, respecto a cesantías parciales, lo siguiente:

“...la Corte también ha reiterado que el reconocimiento de esta prestación no está sujeto a la disponibilidad presupuestal, al punto que fueron inicialmente inaplicadas, conforme lo dispone el artículo 4º superior, las expresiones reconocerse y liquidarse contenidas en el artículo 14 de la Ley 344 de 1996, y, posteriormente en ejercicio del control de constitucionalidad, las mismas fueron excluidas del ordenamiento jurídico, puesto que se consideró que las cesantías parciales, no pueden negarse al trabajador so pretexto de no existir partida presupuestal, ni supeditarse a ella, pues son actos que apenas hacen explícita una obligación ya existente en cabeza del organismo estatal y, lo más importante, el correlativo derecho del trabajador solicitante, quien según las normas jurídicas en vigor, si se somete a esos requisitos, puede pedir que se le reconozcan y liquiden las sumas que por tal concepto le es posible retirar.

“No obstante, como se advirtió en la providencia en cita, el pago de la prestación reconocida y liquidada, sólo puede efectuarse en cuanto exista la correspondiente apropiación presupuestal que permita a la administración disponer de los fondos que corresponda”. 

c) La sentencia C-42 de 1997, se refirió a que la administración debe contar con un plazo prudencial, para efectos de la disponibilidad presupuestal, así:

“En efecto, aún habiendo reconocido una cesantía parcial o un anticipo de cesantía, y siendo claro que el trabajador tiene derecho a su pago, éste no puede producirse de manera inmediata si en el presupuesto de la respectiva vigencia no ha sido prevista la apropiación presupuestal que permite a la administración disponer de los fondos correspondientes”.

Considera la Sala que es claro que la administración pública cuenta con un tiempo prudencial, para que las partidas presupuestales sean apropiadas y exista disponibilidad presupuestal.

Por ello si la resolución que reconoce cesantías parciales tiene como fecha 2 de octubre de 2001 y el mandamiento de pago se libró en marzo 10 de 2006, ha pasado un tiempo más que razonable para que la administración haga las previsiones del caso. 
En lo que tiene que ver con el término para ejecutar a las entidades públicas, observa la Sala, una vez revisado el escrito contentivo de las excepciones e incluso el de la nulidad, que se trata de un tema nuevo, que no fue incluido como medio defensivo en el escrito en mención y que por tanto no puede ser revisado en esta instancia. 

La Corte Constitucional ha señalado que es la pretensión del apelante la que fija, en principio, el ámbito de competencia material del superior, por ello es preciso que la providencia que desate dicho recurso sea congruente con ella; en otras palabras, la sentencia de segunda instancia deberá estar en consonancia con las materias objeto del recurso de apelación(
).

A ello se agregaría que si el juez a quo no se pronunció sobre un tema específico,  la segunda instancia no adquiere competencia para resolver sobre el mismo, so pena de invadir el ámbito de decisión de aquél.  

Esa falta de pronunciamiento del juez a quo, deja sin posibilidad al superior de realizar cualquier clase de análisis respecto al asunto recurrido, pues es precisamente esa decisión la que se revisa vía apelación para decidir si se confirma o revoca. 

Consecuente con lo anterior, ningún pronunciamiento hará esta Colegiatura  respecto al tema.
En cuanto a la prueba pedida y que se hecha de menos, efectivamente ella fue solicitada y no decretada por la funcionaria de primera instancia, sin embargo, a folio 54 se aprecia constancia emanada de la Dirección General del Presupuesto Público Nacional, en la cual se certifica que las rentas y recursos incorporados en el Presupuesto General de la Nación, correspondientes a la entidad ejecutada, gozan de la protección de inembargabilidad, condición que en otras ocasiones ha sido obviada por está colegiatura entratándose de créditos laborales.

No obstante lo anterior, para la Sala basta afirmar que el crédito laboral aquí es la cesantía y sus intereses, pero nunca lo podrán ser los intereses legales a que se refiere el mandamiento de pago por el cual se procede, en tanto provienen no de la prestación social en sí, sino del tiempo transcurrido entre la ejecutoria del acto administrativo que las reconoció y su pago efectivo, dejando de ser un crédito laboral para pasar a ser algo ajeno totalmente a ella. Tanto así que la prestación y sus intereses intrínsecos se cancelaron, requiriendo un proceso diverso, el ejecutivo, para el pago de los intereses legales del artículo 1617 del Código Civil que, se repite, no son créditos laborales.

Máxime cuando el artículo 356 de la Carta Política, modificado por el Acto Legislativo 1 de 1993, artículo 2º, 1 de 2001 , artículo 2º y 3º del Acto Legislativo 4 de 2007, establece que los recursos del sistema general de participaciones de los departamentos, distritos y municipios se destina con prioridad a los servicios de salud, educación en sus niveles preescolar, primaria, secundaria y media, en los cuales concurre la Nación aplicando los principios de solidaridad, complementariedad y subsidiariedad. Precisamente, por ello se expidió el Decreto 28 de enero 10 de 2008, del Departamento Nacional de Planeación [D.O. 46.867 de enero 10 de 2008], que en su artículo 21 dispone:

“CAPITULO VII

Disposiciones generales
Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de Participaciones son inembargables.

Para evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la continuidad, cobertura y calidad de los servicios financiados con cargo a estos recursos, las medidas cautelares que adopten las autoridades judiciales relacionadas con obligaciones laborales, se harán efectivas sobre ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial. Para cumplir con la decisión judicial, la entidad territorial presupuestará el monto del recurso a comprometer y cancelará el respectivo crédito judicial en el transcurso de la vigencia o vigencias fiscales subsiguientes.

Las decisiones de la autoridad judicial que contravengan lo dispuesto en el presente decreto, no producirán efecto alguno, y darán lugar a causal de destitución del cargo conforme a las normas legales correspondientes”.
Razón anterior de índole jurídica más que suficiente para acceder al levantamiento de las medidas cautelares solicitado, pues con la constancia del funcionario público aludido, quien resulta competente para hacerlo, queda claro que tales rubros gozan del privilegio de la inembargabilidad. 

Argumentó la a quo que las medidas cautelares no habían sido decretada en el presente asunto, sin embargo en el auto por medio del cual se libró el mandamiento de pago se ordenó remitir sendos oficios con tal fin, dirigidos al Gran Banco (Bancafe) y al Banco Ganadero, los cuales efectivamente fueron elaborados y enviados a las mencionadas entidades.

En vista de lo anterior, se ordenara el levantamiento de las medidas cautelares que se hayan perfeccionado, amén que se dejarán sin efectos los oficios remitidos a las citadas entidades financieras, en caso de no haberse hecho efectiva la orden en ellos impartida. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, CONFIRMA PARCIALMENTE el auto que por apelación ha conocido y ordena el levantamiento de las medidas cautelares que se hayan perfeccionado y deja sin efectos los oficios remitidos a las citadas entidades financieras, en caso de no haberse hecho efectiva la orden en ellos impartida. 

Costas en esta instancia no se causaron.
NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE,

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

(�). Sentencia C-428 de 1997. Expedientes acumulados D-1590, D-1599, D-1607 y D-1613.  


(�) Corte Constitucional. Sentencia C-968 de 2003.
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